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Señores

JUZGADO TRECE (13) CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN 

E.        S.        D.

 

Referencia: PROCESO EJECUTIVO CONEXO –DEMANDANTE: JOHN MONSALVE GARCIA VS EDIFICIO ‘’ALCAZAR DE LA
FLORESTA PH’’.- Radicado: 2021-00051.-Asunto:.- ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO DE APELACIÓN. 

En mi condición de apoderado de la parte demandante dentro del proceso de la referencia, de notas civiles ya conocidas,
respetuosamente manifiesto a usted que por medio del presente escrito interpongo recurso de reposición en subsidio el de
apelación, contra la providencia del 8 de septiembre de 2021, notificada por estados del 10 de septiembre de 2021, a través del
cual este despacho resolvió ‘’Decretar la terminación del proceso por desistimiento tácito de conformidad con los motivos
expuestos en este proveído.’’

PETICIÓN 

Solicito revocar en su integridad la decisión del 8 de septiembre de 2021, notificada por estados del 10 de septiembre de 2021,
mediante la cual el JUZGADO TRECE CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, resolvió ‘’Decretar la terminación
del proceso por desistimiento tácito de conformidad con los motivos expuestos en este proveído.’’; y en su lugar
respetuosamente me permito solicitar se continúe con la ritualidad del proceso, esto es avalando la notificación personal
realizada a la parte demandada, para proceder con la notificación por aviso que prevé el Código General del Proceso.

 SUSTENTACION DEL RECURSO
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Dice la decisión impugnada que: ‘’ En el proceso de la referencia, mediante auto calendado del 14 de mayo de 2021 y notificado
por estados del 18 del mismo mes y año, se requirió́ a la parte actora en los términos del articulo 317 del Código General del
Proceso, para que cumpliera con la carga de notificar al ejecutado, en la forma allí ́indicada. 

Dentro del término otorgado, esto es, treinta (30) días, de acuerdo a lo establecido en el numeral 1o. de la misma disposición
normativa, la parte actora no cumplió́ con la carga impuesta por el Juzgado, y de la cual depende la continuación del proceso;
situación ésta que se acompasa con lo establecido en el inciso 2 del numeral 1 del artículo 317, a cuyas voces se acude,
“Vencido dicho término sin que quien haya promovido el trámite respectivo cumpla la carga o realice el acto de parte ordenado,
el juez tendrá́ por desistida tácitamente la respectiva actuación (...)” 

Al respecto quiero indicar que si se cumplió con la carga de notificar al ejecutado, específicamente el 31 de mayo de 2021a
través de la empresa servientrega; e inclusive el 3 de junio hogaño, la misma compañía postal entrega una constancia de
devolución de comunicado en donde certifica que: `él destinatario se niega a recibir’’ pero que por un lapsus error o conocimiento
tecnológico esta comunicación no llegó y de la cual se contaba con que se había enviado en debida forma y en su momento,
esperando un pronunciamiento por parte del Despacho.

Como se puede analizar a lo largo de este proceso conexo e inclusive del anterior, ha sido esta parte la mas interesada en que el
proceso sea mas dinámico, pero que, debido a múltiples contextos, no ha sido dable.

Al respecto, se ha pronunciado las Altas Cortes específicamente mediante sentencia STC7284-2020, Radicación no 25000-22-
13-000-2020-00209-01, del once (11) de septiembre de dos mil veinte (2020), MP. OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE, se
dice que: 

‘’ (…) 2.2. Ahora, en estos momentos en los que a raíz de la pandemia generada por el Coronavirus Covid-19 las audiencias
deben celebrarse, por regla general, de manera «virtual», la «falta de acceso y conocimiento tecnológicos» puede constituir
«causal de interrupción del proceso», lo que dependerá́ de las condiciones de tiempo, modo y lugar de cada caso en concreto. 

Es cierto que de tiempo atrás se viene hablando de las tecnologías de la información y las comunicaciones y que la Rama
Judicial no ha sido ajena a las mismas. Desde la expedición de la Ley 270 de 1996 se dispuso que «[l]os juzgados, tribunales y
corporaciones judiciales podrán utilizar cualesquier medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el
cumplimiento de sus funciones» (art. 95), y así ́lo reiteró el artículo 103 del Código General del Proceso, al establecer que «[e]n
todas las actuaciones judiciales deberá́ procurarse el uso de las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la
gestión y trámite de los procesos, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, así ́como ampliar su cobertura». 

Sin embargo, esos preceptos han cobrado eficacia sólo ahora, cuando en virtud de los riesgos que la presencia física genera, las
restricciones impuestas por el Gobierno Nacional y el Consejo Superior de la Judicatura y la necesidad de poner en marcha la
«administración de justicia», por su carácter esencial, los jueces y usuarios se han visto precisados a recurrir a las «tecnologías
de la información y de las comunicaciones» para ejercer todos sus actos, o al menos gran parte de éstos.

De modo que a pesar de que estás no son novedosas, su uso para el servicio de justicia sí lo es, y obliga a sus funcionarios y
usuarios a acoplarse a tales herramientas con el fin de ejecutar los «actos procesales» que les corresponden en desarrollo de un
litigio. 

Recibo 15/09/2021 2:58pm



15/9/21 15:06 Correo: Juzgado 13 Civil Circuito - Antioquia - Medellin - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAMkADU5YTE4MTFiLWRkYzYtNGQwYi04NjkyLTk4ZThlZDVkNDU0MwBGAAAAAADLQ5eq3z1tRbMTKflgB9iDBwCOWJ6wvzkSSakd%2FV12GYtAAAAAlM%2… 3/4

Pero para que el avance de la Litis pueda darse de esa forma, se exige la concurrencia de dos presupuestos: i) Que los
«servidores y usuarios de la administración de justicia» tengan acceso a los medios tecnológicos y, ii) Que unos y otros tengan
las destrezas para su empleo. 

Por eso, el artículo 1° del Decreto Legislativo 806 de 2020, luego de contemplar que tiene por «objeto implementar el uso de las
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales (...)», consagra en su parágrafo, que «[e]n
aquellos eventos en que los sujetos procesales o la autoridad judicial no cuenten con los medios tecnológicos para cumplir con
las medidas establecidas en el presente decreto o no sea necesario acudir a aquellas, se deberá́ prestar el servicio de forma
presencial, siempre que sea posible y se ajuste a las disposiciones que sobre el particular dicten el Ministerio de Salud y
Protección Social, el Consejo Superior de la Judicatura, los Centros de Arbitraje y las entidades con funciones jurisdiccionales»
(enfatiza la Sala). 

De suerte que, cuando se trata de realizar «audiencias virtuales» es fundamental que quienes deban intervenir en ellas tengan
«acceso» y manejo del «medio tecnológico» que se utilizará a fin de llevarlas a cabo; de lo contrario, no podrán comparecer y
mucho menos ejercer la «defensa de sus derechos». 

Ahora, ese resultado no surge de forma espontánea; para que se dé es indispensable que los sujetos procesales, con la debida
antelación, puedan prepararse, obteniendo los insumos necesarios para ese efecto, como son, los «medios tecnológicos»
indispensables para la «audiencia», su familiarización con ellos y el expediente respectivo. Piénsese, por ejemplo, en aquel
abogado que convocado a una «audiencia virtual» en su casa no tiene un computador; tendrá́ entonces, antes de ella, que
adquirirlo, disponer del tiempo para ponerlo al día con las aplicaciones requeridas para su uso, incluida la misma «audiencia». 

El juez claramente no es ni puede ser ajeno a esa situación, ya que es a el, como director del proceso, a quien compete adoptar
las medidas a su alcance para que la «audiencia» pueda verificarse. De ahí ́que el parágrafo primero del artículo 2° del Decreto
806 señale, que [s]e adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el derecho de contradicción
en la aplicación de las tecnologías de la información y de las comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales
procurarán la efectiva comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán las medidas pertinentes
para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos. 

No bastará que el fallador programe la sesión, sino que además deberá́, (i) Convocar a los interesados con la debida
anticipación, de modo que entre el señalamiento de la audiencia y su celebración medie tiempo suficiente para que ellos se
«prepararen», (ii) Suministrarles oportunamente los datos para que puedan ingresar a la audiencia virtual, esto es, la plataforma,
las condiciones técnicas para acceder a ella, una breve descripción de su funcionamiento, entre otros aspectos, que le permita
«acceder y familiarizarse con el medio tecnológico a través del cual se realizará la audiencia», y (iii) Poner a su disposición el
expediente con suficiente anterioridad y a través de los canales a su alcance o los mecanismos dispuestos por el Consejo
Superior de la Judicatura (Circulares PCSJ20-11, 31 mar. 2020 y PCSJ20- 27, 21 jul. 2020), o en su defecto, las piezas
relevantes para el desarrollo de ella, para que puedan «ejercer sus derechos». 

No puede perderse de vista que los jueces al igual que las partes y sus abogados requieren «preparar las audiencias», lo que
demanda gasto de tiempo. Los últimos, además del lapso necesario para conocer las «herramientas tecnológicas» que les
«permitirán acceder a la audiencia virtual», les corresponde estudiar las réplicas de los antagonistas con el fin de definir la tesis
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que expondrán para lograr el convencimiento del sentenciador, informar a los testigos y peritos (cuando éstos se hayan
solicitado) de la fecha de la audiencia, lograr su asistencia por canales virtuales, y también familiarizarlos con su uso. 

(…)

Entonces, como el «acceso y conocimiento de los medios tecnológicos» a través de los cuales se ha de celebrar la «audiencia
virtual» es condición para su realización, la falta de uno o de ambos elementos por el «apoderado judicial de alguno de los
extremos procesales», puede ser invocada como causal de «interrupción del proceso». Si dichas circunstancias ocurren y se
alegan antes de la vista pública, darán lugar a la «reprogramación» de la sesión, y si a pesar de ellas la «audiencia» se practica,
o, son concomitantes a esta, podrá́ alegarse la nulidad consagrada en el numeral 3° del artículo 132 del estatuto adjetivo, con el
fin de que se repita. 

Todo ello, claro está, cuando de acuerdo con las «circunstancias» de cada caso en particular, la ausencia de «acceso y
conocimiento tecnológicos» impida la comparecencia del togado a la respectiva audiencia, aspectos que deberá́ valorar el juez
de conformidad con los criterios antes señalados (…). 

La decisión recurrida en estricto sentido constituye una violación a las normas mencionadas, las cuales deben ser observadas en
orden estricto, razón por la cual se impone la solicitud del recurso de reposición y en subsidio el de apelación contra la citada
providencia.

ANEXO: CONSTANCIA DE NOTIFICACION AL DEMANDADO.

Del señor Juez, 

Atentamente,

--  
ALEXANDER PEÑA ALZATE
Abogado Consultor
Calle 35 No. 73 A 26
Tel. (57) 302 3741279
Medellín - Colombia

Recibo 15/09/2021 2:58pm



 

 

 

Señores 

JUZGADO TRECE (13) CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN  

E.        S.        D. 

 

Referencia: PROCESO EJECUTIVO CONEXO –DEMANDANTE: JOHN MONSALVE GARCIA 
VS EDIFICIO ‘’ALCAZAR DE LA FLORESTA PH’’.- Radicado: 2021-00051.-Asunto:.- ASUNTO: 

RECURSO DE REPOSICION EN SUBSIDIO DE APELACION.  

En mi condición de apoderado de la parte demandante dentro del proceso de la referencia, de 
notas civiles ya conocidas, respetuosamente manifiesto a usted que por medio del presente escrito 
interpongo recurso de reposición en subsidio el de apelación, contra la providencia del 8 de 
septiembre de 2021, notificada por estados del 10 de septiembre de 2021, a través del cual este 
despacho resolvió ‘’Decretar la terminación del proceso por desistimiento tácito de conformidad 
con los motivos expuestos en este proveído.’’ 

PETICIÓN 
 
Solicito revocar en su integridad la decisión del 8 de septiembre de 2021, notificada por estados 
del 10 de septiembre de 2021, mediante la cual el JUZGADO TRECE CIVIL DEL CIRCUITO DE 
ORALIDAD DE MEDELLÍN, resolvió ‘’Decretar la terminación del proceso por desistimiento tácito 
de conformidad con los motivos expuestos en este proveído.’’; y en su lugar respetuosamente me 
permito solicitar se continúe con la ritualidad del proceso, esto es avalando la notificación personal 
realizada a la parte demandada, para proceder con la notificación por aviso que prevé el Código 
General del Proceso. 

 SUSTENTACION DEL RECURSO 

Dice la decisión impugnada que: ‘’ En el proceso de la referencia, mediante auto calendado del 14 de 
mayo de 2021 y notificado por estados del 18 del mismo mes y año, se requirió ́ a la parte actora en los 
términos del articulo 317 del Código General del Proceso, para que cumpliera con la carga de notificar 
al ejecutado, en la forma allí́ indicada.  

Dentro del término otorgado, esto es, treinta (30) días, de acuerdo a lo establecido en el numeral 1o. de 
la misma disposición normativa, la parte actora no cumplió ́ con la carga impuesta por el Juzgado, y de 
la cual depende la continuación del proceso; situación ésta que se acompasa con lo establecido en el 
inciso 2 del numeral 1 del artículo 317, a cuyas voces se acude, “Vencido dicho término sin que quien 
haya promovido el trámite respectivo cumpla la carga o realice el acto de parte ordenado, el juez tendrá́ 
por desistida tácitamente la respectiva actuación (...)”  

Al respecto quiero indicar que si se cumplió con la carga de notificar al ejecutado, específicamente 
el 31 de mayo de 2021a través de la empresa servientrega; e inclusive el 3 de junio hogaño, la 
misma compañía postal entrega una constancia de devolución de comunicado en donde certifica 
que: `él destinatario se niega a recibir’’ pero que por un lapsus error o conocimiento tecnológico 
esta comunicación no llegó y de la cual se contaba con que se había enviado en debida forma y en 
su momento, esperando un pronunciamiento por parte del Despacho. 
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Como se puede analizar a lo largo de este proceso conexo e inclusive del anterior, ha sido esta 
parte la mas interesada en que el proceso sea mas dinámico, pero que, debido a múltiples contextos, 
no ha sido dable. 

Al respecto, se ha pronunciado las Altas Cortes específicamente mediante sentencia STC7284-
2020, Radicación no 25000-22-13-000-2020-00209-01, del once (11) de septiembre de dos mil 
veinte (2020), MP. OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE, se dice que:  

‘’ (…) 2.2. Ahora, en estos momentos en los que a raíz de la pandemia generada por el Coronavirus 
Covid-19 las audiencias deben celebrarse, por regla general, de manera «virtual», la «falta de acceso y 
conocimiento tecnológicos» puede constituir «causal de interrupción del proceso», lo que dependerá́ de 
las condiciones de tiempo, modo y lugar de cada caso en concreto.  

Es cierto que de tiempo atrás se viene hablando de las tecnologías de la información y las comunicaciones 
y que la Rama Judicial no ha sido ajena a las mismas. Desde la expedición de la Ley 270 de 1996 se 
dispuso que «[l]os juzgados, tribunales y corporaciones judiciales podrán utilizar cualesquier medios 
técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones» (art. 95), y así́ 
lo reiteró el artículo 103 del Código General del Proceso, al establecer que «[e]n todas las actuaciones 
judiciales deberá́ procurarse el uso de las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 
gestión y trámite de los procesos, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, así́ como ampliar 
su cobertura».  

Sin embargo, esos preceptos han cobrado eficacia sólo ahora, cuando en virtud de los riesgos que la 
presencia física genera, las restricciones impuestas por el Gobierno Nacional y el Consejo Superior de la 
Judicatura y la necesidad de poner en marcha la «administración de justicia», por su carácter esencial, 
los jueces y usuarios se han visto precisados a recurrir a las «tecnologías de la información y de las 
comunicaciones» para ejercer todos sus actos, o al menos gran parte de éstos. 

De modo que a pesar de que estás no son novedosas, su uso para el servicio de justicia sí lo es, y obliga 
a sus funcionarios y usuarios a acoplarse a tales herramientas con el fin de ejecutar los «actos procesales» 
que les corresponden en desarrollo de un litigio.  

Pero para que el avance de la Litis pueda darse de esa forma, se exige la concurrencia de dos 
presupuestos: i) Que los «servidores y usuarios de la administración de justicia» tengan acceso a los 
medios tecnológicos y, ii) Que unos y otros tengan las destrezas para su empleo.  

Por eso, el artículo 1° del Decreto Legislativo 806 de 2020, luego de contemplar que tiene por «objeto 
implementar el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales 
(...)», consagra en su parágrafo, que «[e]n aquellos eventos en que los sujetos procesales o la autoridad 
judicial no cuenten con los medios tecnológicos para cumplir con las medidas establecidas en el presente 
decreto o no sea necesario acudir a aquellas, se deberá́ prestar el servicio de forma presencial, siempre 
que sea posible y se ajuste a las disposiciones que sobre el particular dicten el Ministerio de Salud y 
Protección Social, el Consejo Superior de la Judicatura, los Centros de Arbitraje y las entidades con 
funciones jurisdiccionales» (enfatiza la Sala).  

De suerte que, cuando se trata de realizar «audiencias virtuales» es fundamental que quienes deban 
intervenir en ellas tengan «acceso» y manejo del «medio tecnológico» que se utilizará a fin de llevarlas a 
cabo; de lo contrario, no podrán comparecer y mucho menos ejercer la «defensa de sus derechos».  

Ahora, ese resultado no surge de forma espontánea; para que se dé es indispensable que los sujetos 
procesales, con la debida antelación, puedan prepararse, obteniendo los insumos necesarios para ese 
efecto, como son, los «medios tecnológicos» indispensables para la «audiencia», su familiarización con 
ellos y el expediente respectivo. Piénsese, por ejemplo, en aquel abogado que convocado a una 
«audiencia virtual» en su casa no tiene un computador; tendrá́ entonces, antes de ella, que adquirirlo, 
disponer del tiempo para ponerlo al día con las aplicaciones requeridas para su uso, incluida la misma 
«audiencia».  
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El juez claramente no es ni puede ser ajeno a esa situación, ya que es a el, como director del proceso, a 
quien compete adoptar las medidas a su alcance para que la «audiencia» pueda verificarse. De ahí́ que 
el parágrafo primero del artículo 2° del Decreto 806 señale, que [s]e adoptarán todas las medidas para 
garantizar el debido proceso, la publicidad y el derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías 
de la información y de las comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva 
comunicación virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán las medidas pertinentes 
para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos.  

No bastará que el fallador programe la sesión, sino que además deberá́, (i) Convocar a los interesados 
con la debida anticipación, de modo que entre el señalamiento de la audiencia y su celebración medie 
tiempo suficiente para que ellos se «prepararen», (ii) Suministrarles oportunamente los datos para que 
puedan ingresar a la audiencia virtual, esto es, la plataforma, las condiciones técnicas para acceder a 
ella, una breve descripción de su funcionamiento, entre otros aspectos, que le permita «acceder y 
familiarizarse con el medio tecnológico a través del cual se realizará la audiencia», y (iii) Poner a su 
disposición el expediente con suficiente anterioridad y a través de los canales a su alcance o los 
mecanismos dispuestos por el Consejo Superior de la Judicatura (Circulares PCSJ20-11, 31 mar. 2020 y 
PCSJ20- 27, 21 jul. 2020), o en su defecto, las piezas relevantes para el desarrollo de ella, para que 
puedan «ejercer sus derechos».  

No puede perderse de vista que los jueces al igual que las partes y sus abogados requieren «preparar 
las audiencias», lo que demanda gasto de tiempo. Los últimos, además del lapso necesario para conocer 
las «herramientas tecnológicas» que les «permitirán acceder a la audiencia virtual», les corresponde 
estudiar las réplicas de los antagonistas con el fin de definir la tesis que expondrán para lograr el 
convencimiento del sentenciador, informar a los testigos y peritos (cuando éstos se hayan solicitado) de 
la fecha de la audiencia, lograr su asistencia por canales virtuales, y también familiarizarlos con su uso.  

(…) 

Entonces, como el «acceso y conocimiento de los medios tecnológicos» a través de los cuales se ha de 
celebrar la «audiencia virtual» es condición para su realización, la falta de uno o de ambos elementos 
por el «apoderado judicial de alguno de los extremos procesales», puede ser invocada como causal de 
«interrupción del proceso». Si dichas circunstancias ocurren y se alegan antes de la vista pública, darán 
lugar a la «reprogramación» de la sesión, y si a pesar de ellas la «audiencia» se practica, o, son 
concomitantes a esta, podrá́ alegarse la nulidad consagrada en el numeral 3° del artículo 132 del 
estatuto adjetivo, con el fin de que se repita.  

Todo ello, claro está, cuando de acuerdo con las «circunstancias» de cada caso en particular, la ausencia 
de «acceso y conocimiento tecnológicos» impida la comparecencia del togado a la respectiva audiencia, 
aspectos que deberá́ valorar el juez de conformidad con los criterios antes señalados (…).  

La decisión recurrida en estricto sentido constituye una violación a las normas mencionadas, las 
cuales deben ser observadas en orden estricto, razón por la cual se impone la solicitud del recurso 
de reposición y en subsidio el de apelación contra la citada providencia.  

Del señor Juez,  

Atentamente, 

 

ALEXANDER PEÑA ALZATE 

TP. 122.133 C.S.J. 
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